JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

Medellín, tres (03) de diciembre de dos mil catorce (2014)

	RADICADO:

	05 001 33 33 020 2013 00186 00

	MEDIO DE CONTROL:

	REPARACIÓN DIRECTA    

	DEMANDANTE: 
	OMAR ENRIQUE GUTIERREZ Y OTROS

	DEMANDADO:
	MUNICIPIO DE BELLO Y OTROS

	ASUNTO:
	NIEGA INTERVENCIÓN DE TERCEROS

	AUTO INTER. No.
	803


Procede el Despacho a pronunciarse sobre la solicitud de vinculación al proceso del señor José Alirio Zamora Ardila y a la Sociedad Minera Peláez Hermanos & CIA .S. EN C. S., visible a folios 1022 a 1031 del cuaderno Nº 2.

Solicita la apoderada de DEVIMED S.A se disponga la integración del litisconsorcio citando al señor José Alirio Zamora Ardila, argumentando que éste es propietario de una parte del lote de terreno de propiedad de la SOCIEDAD MINERA PELAEZ HERMANOS en el que funcionaba EL PARQUEADERO LA BASCULA. Sociedad esta última de la cual también hace relación sobre su integración. 

Advierte en las consideraciones expuestas con la contestación de la demanda, que el fenómeno ocurrido el 5 de diciembre de 2010 tuvo origen en la saturación del material suelto depositado en la parte superior de la ladera que se movió como un flujo de tierra, debido a la infiltración de aguas lluvias provenientes del lavado de los vehículos en el parqueadero localizado en la parte superior.

Adicionalmente indica que CORANTIOQUIA en el informe técnico No. 130 AN-16903 de 23 de diciembre de 2010 determinó que el parqueadero LA BASCULA es el sitio donde se inició el deslizamiento, sitio que era utilizado como parqueadero de vehículos pesados y contaba con dos guajes para el lavado de los mismos con una inapropiada red de desagües que desplazaban el vertimiento de residuos y de aguas sobrantes hacia el talud, lo que generaba inestabilidad del material depositado como escombrera en cuya parte baja se encontraba el Barrio La Gabriela y el Sector Calle Vieja.

De otro lado, también solicita la integración del litisconsorcio necesario con la SOCIEDAD MINERA PELAEZ HERMANOS & CIA S. EN C.S.

CONSIDERACIONES
La intervención como parte en el proceso después de presentada la demanda puede darse a través de la reforma de la misma, figura consagrada en el artículo 173 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que permite la inclusión de sujetos demandantes o demandados o por intervención litisconsorcial necesaria. La integración del litisconsorcio necesario tiene por objeto vincular al proceso las personas que deben participar en el trámite del mismo para poder emitir decisión de fondo, cuando el juicio verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales por su naturaleza, o por disposición legal, no fuere posible resolver de mérito sin la comparecencia de todos. (Artículo 61 del Código General del Proceso). 

Cuando se presenta entonces la figura del litisconsorcio necesario activo o pasivo, la totalidad de los sujetos unidos por la relación jurídica material que los vincula deben comparecer al proceso, pues la sentencia que decida la controversia debe ser idéntica y uniforme para todos, ya que la ausencia de de alguno de ellos impide al juez el pronunciamiento de fondo respecto a la materia litigiosa puesta a su consideración, razón por la que debe procederse a integrar debidamente el litisconsorcio necesario.

Respecto a la figura del litisconsorcio necesario el Consejo de Estado en providencia de 7 de diciembre de 2005, con ponencia del Doctor Alier Eduardo Hernández Enríquez, consideró:

“La figura del  litisconsorcio necesario se encuentra regulada por el Código de Procedimiento Civil, en los art 51 y  83. Debe tenerse presente que la figura del litisconsorcio necesario se caracteriza, fundamentalmente, por la existencia de una única relación jurídica o de un acto jurídico respecto de los cuales existe pluralidad de sujetos o, dicho en otros términos, hay litisconsorcio necesario cuando el asunto objeto de conocimiento por parte de la jurisdicción reclama una decisión uniforme para todos los litisconsortes, titulares de la misma relación jurídica o del mismo acto jurídico que es objeto de controversia. Existen múltiples casos en los que varias personas deben obligatoriamente comparecer a un proceso, en calidad de demandantes o de demandados, siendo éste un requisito necesario para adelantar validamente el proceso, dada la unidad inescindible de la relación de derecho sustancial en debate; de no integrarse la parte correspondiente  con la totalidad de esas personas, se genera una  nulidad de la actuación a partir de la sentencia de primera instancia inclusive, lo cual pone de presente que esta irregularidad sólo afecta la validez del proceso de la sentencia de primera instancia en adelante.  La sentencia que decida la controversia ha de ser, en cuanto a su contenido, idéntica y  uniforme para todos los litisconsortes, razón por la cual, si alguno de los sujetos de dicha relación jurídico material no se encuentra presente en el proceso, la conducta procesal que debe observar el juzgador que advierta oportunamente dicha anomalía, es la de proceder a integrar el contradictorio, previa citación del  sujeto ausente, como condición para  fallar de fondo el respectivo proceso en primera instancia.  Lo anterior supone que el criterio para establecer si se está en presencia de un litisconsorcio necesario se encuentra determinado  por la naturaleza propia del asunto o por expreso mandato legal. Según el artículo 83 del Código de Procedimiento Civil, el juez ordenará la citación al proceso de aquellas personas, sin las cuales no fuere posible resolver de mérito. Dicha facultad la podrá hacer efectiva el juez, en el auto admisorio de la demanda, e incluso, hasta antes de proferirse sentencia de primera instancia, como ocurrió en el presente caso.”

Sobre el litisconsorcio necesario doctrinariamente se ha indicado:

“…El litisconsorcio necesario, como antes se decía, corresponde a una hipótesis especial de legitimación. La denominación sugiere la necesidad funcional, de integrar el contradictorio en proceso, de manera subjetiva plural, cuando se da en el campo del derecho sustancial debatido esa relación única con sujetos plurales, que por su misma naturaleza, reclama en la pretensión o en la resistencia, o en la conjugación de ambas posiciones, la presencia de todos los sujetos plurales, referenciados en la estructura de la relación sustancial, como nexo que vincule a la totalidad de sujetos. Esa manera de ser del derecho sustancial a debatirse que muestra una estructura plurisubjetiva esencial, de complejidad subjetiva, reclama por lo mismo en la titularidad de la pretensión procesal igual totalidad o complejidad subjetiva, y el pronunciamiento de mérito que todo proceso persigue, se torna imposible frente a una pretensión, que como reclamo concreto reproduce esa tal relación sustancial en sus hechos y en su petitum, sin que paralelamente vincule como demandantes o como demandados a la totalidad o complejidad de los sujetos, porque la eficacia de la sentencia, de la decisión, conviene solamente a todos y no a uno ni a varios.

Se precisa en la pretensión o en la resistencia, o entrambas posiciones, un litisconsorcio necesario, cuando la cuestión litigiosa haya de resolverse de manera uniforme para todos los titulares del derecho sustancial. A los litisconsortes voluntarios se concede una cabal autonomía en la conducción del proceso y en la decisión o disposición del objeto litigioso, para los litisconsortes necesarios se reclama una unidad, o comunidad, o integración, de tal manera que cualquier gestión de uno aprovecha a todos: recursos, actuaciones, etc., al paso que por pasiva se exige la expresión unánime de las voluntades para los actos que impliquen disposición del derecho en litigio, los cuales solo alcanzan eficacia mediante esa unanimidad
.”

Debe determinarse entonces si es procedente en el asunto bajo examen integrar el litisconsorcio necesario por pasiva con la citación del señor JOSE ALIRIO ZAMORA ARDILA y la SOCIEDAD MINERA PELAEZ HERMANOS & CIA. S. en C. S., pues la falta de citación de las personas o sujetos que deban participar en el proceso puede generar la nulidad de la actuación adelantada sin su comparecencia. El Consejo de Estado en pronunciamiento fechado el 7 de junio de 2012 con ponencia de la Dra. Olga Melida Valle de la Hoz consideró:

“ (…)

Así las cosas, conforme al carácter extraordinario de esta figura, se ha precisado que, de una parte, las causales que lo sustentan así como los presupuestos de oportunidad y legitimación que lo rigen, deben interpretarse de manera restrictiva.

Al respecto, el artículo 140 del C. de P.C.., textualmente dispone:

“El proceso es nulo en todo o en parte, solamente en los siguientes casos: 

(…)

Es una constante, que para proferir sentencia en contra de las partes, terceros, llamados en garantía o cualquier otra clase de intervinientes procesales, se requiere no sólo que éstos hayan sido debidamente vinculados al proceso donde se les persigue, sino que dentro del mismo se les haya brindado todas las garantías procesales y probatorias desde la etapa en que se produce su vinculación al proceso, y por ende mal podría hacerse extensiva una condena a quienes no fueron vinculados legalmente al proceso.

La figura del litisconsorcio se presenta cuando uno o los dos extremos de la relación jurídico procesal está integrado por varios sujetos de derecho y puede ser facultativo, cuasinecesario o necesario.

(…)

Sobre el efecto de la falta de integración del litisconsorcio necesario, la jurisprudencia nacional ha precisado lo siguiente:

1.3. El Litisconsorcio necesario se presenta cuando la cuestión litigiosa tiene por objeto una relación jurídica material, única e indivisible, que debe resolverse de manera uniforme para todos los sujetos que integran la parte correspondiente (art. 51 C de P. C.), lo cual impone su comparecencia obligatoria al proceso, por ser un requisito imprescindible para adelantarlo válidamente.

En el caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez hará la citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya dictado sentencia de primera instancia,  y concederá a los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso se suspenderá durante el término para comparecer los citados. (..)”.

En el evento de que el juez pudiese dictar sentencia sin necesidad de vincular a otro sujeto de derecho, que habría podido ser parte en el mismo proceso o en otro distinto con fundamento en los mismos hechos, no se estaría en presencia de un litisconsorcio necesario y por tanto, no se impondría la citación forzosa que prevé el artículo 83.

Sobre el efecto de la falta de integración del litisconsorcio necesario, la jurisprudencia nacional ha precisado lo siguiente:

(…)

“a)  Según el artículo 83 del Código de Procedimiento Civil, en armonía con el artículo 51 ibídem, hay relaciones jurídicas sustanciales o pretensiones respecto de las cuales, ya por su propia índole o por mandato de la ley,  no es posible hacer un pronunciamiento judicial de mérito sin la comparecencia plena de las personas que son sujetos de ellas, toda vez que la sentencia debe comprenderlas a todas y de manera uniforme; se configura de ese modo un litisconsorcio necesario, que se denomina por activa si tal la pluralidad se hace imperativa en la parte demandante,  o por pasiva si lo es en la parte demandada.

b) Empero, no a toda relación jurídica o pretensión que tenga fuente en un acuerdo de voluntades cabe extender, sin distingo, la precedente noción de litisconsorcio necesario; la secuela que deriva su presencia, según la cual, “la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas...”, sólo encuentra fiel expresión en todas aquellas pretensiones encaminadas a obtener que se reconozca la existencia, validez, modificación, disolución o alteración de determinado acto jurídico; por lo tanto, lo que se impone es hacer un cuidadoso examen de la demanda a fin de verificar exactamente, con vista en ella, cuál es la naturaleza y el alcance personal de la relación sustancial sometida a controversia, para deducir de allí si el litisconsorcio es o no necesario.” 

Conforme lo expuesto, y como quiera que está acreditado que la sociedad CACERES BOLAÑOS Y CIA. LTDA  tenía interés en las resultas proceso, pese a lo cual no fue escuchada, negándosele así la posibilidad de ejercer sus derechos de contradicción y de defensa, procede  el Despacho a declarar la nulidad de lo actuado a partir de la sentencia de primera instancia, inclusive, y se ordenará la vinculación al proceso de dicha sociedad, con el fin de que pueda ejercer sus derechos.”

La apoderada de DEVIMED S.A considera que debe integrarse el litisconsorcio necesario vinculándose al proceso al señor José Alirio Zamora Ardila y a la Sociedad Minera Peláez Hermanos & CIA, en el sustento de que el primero es propietario de parte del terreno que se encontraba en la parte superior del Barrio LA GABRIELA en el que funcionaba EL PARQUEADERO LA BASCULA, puesto que la saturación del material depositado en la ladera se desplazó como un flujo de tierra debido a la infiltración de aguas lluvias provenientes de la actividad de lavado de vehículos que se desarrollaba en dicho parqueadero, precisando que CORANTIOQUIA había dictaminado que el Parqueadero LA BASCULA fue el sitio que dio inicio al deslizamiento al contar con una inapropiada red de desagües que desplazaban el vertimiento de residuos y de aguas sobrantes hacia el talud, lo que generó inestabilidad del material depositado como escombrera en cuya parte baja se encontraba el Barrio La Gabriela y el Sector Calle Vieja.

Ahora respecto al segundo, aduce la apoderada que el informe técnico de CORANTIOQUIA fechado el 8 de noviembre de 1995 da cuenta de que la explotación de la cantera que realizaba dicha sociedad en los dos frentes ubicados por ambas márgenes de la autopista Medellín-Bogotá no cuenta con los permisos ambientales requeridos, situación que ha ocasionado perjuicios al barrio la Gabriela, resaltando que CORANTIOQUIA ya había ordenado la suspensión de actividades de dicha cantera y la construcción de obras de contención para la estabilización de los terrenos y taludes.
Advierte entonces que la explotación que se realizaba en dicha cantera era inadecuada ya que no se previeron situaciones de riesgo tal como quedó plasmado en el memorando interno No. 16 001502 de 16 de noviembre de 1995 suscrito por el Ingeniero Geólogo Luís Fernando Quintero López dirigido a la sección jurídica del Medio Ambiente del Área Metropolitana mediante el cual se recomendó sancionar a LA SOCIEDAD MINERA PELAEZ HERMANOS LTDA por realizar una explotación inadecuada en la cantera LA VICTORIA.

Considera el Despacho que en el caso que se examina no se configura la existencia de un litisconsorcio necesario, como quiera que el proceso de la referencia puede decidirse de fondo sin la comparecencia de la persona y la sociedad que pretende DEVIMED sean vinculados al presente trámite, pues es requisito indispensable conforme lo imponen las normas procesales, que el juzgador se encuentre imposibilitado para adoptar una decisión de mérito sin la comparecencia al proceso de los sujetos pasivos o activos de una relación jurídico-material para que se configure la intervención forzosa.

El fundamento de la solicitud de vinculación del señor José Alirio Zamora Ardila y la sociedad renombrada; son por la presunta responsabilidad que tuvieron en los hechos que ocasionaron los daños a los demandantes, así como del particular por su condición de propietario del Parqueadero LA BASCULA donde se desarrollaban actividades que comprendían el manejo inadecuado de las aguas sobrantes, lo cual conllevó al deslizamiento del terreno que culminó con los daños cuya indemnización se depreca a través del medio de control de reparación directa; razón por la que bien puede entenderse que cada entidad o persona natural o jurídica demandada, ostenta una responsabilidad única, particular o subjetiva y no poseen una relación jurídico-material entre sí, como para que se les deba citar al proceso como litisconsortes necesarios, tal y como lo pretende la apoderada de DEVIMED.

Aunado a lo anterior debe tenerse en cuenta que la participación plural de autores en el daño no configura per se un litisconsorcio necesario, pues la responsabilidad patrimonial puede ser atribuida a todos aquellos sujetos de derecho que hayan concurrido causalmente a la producción del daño, evento en el cual podríamos hablar de una responsabilidad de naturaleza solidaria, lo cual no implica que la demanda deba encontrarse dirigida forzosamente contra todos los causantes del perjuicio, puesto que el sujeto legitimado por activa podrá elegir a quien demandar.

Por lo anteriormente expuesto, el JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN:

RESUELVE

PRIMERO. DENEGAR la solicitud de vinculación del señor JOSÉ ALIRIO ZAMORA ARDILA, por las consideraciones expuestas.

SEGUNDO. DENEGAR la solicitud de vinculación de LA SOCIEDAD MINERA PELAEZ HERMANOS & CIA .S. EN C. S, por las consideraciones expuestas.

TERCERO. PERSONERÍA. Se reconoce personería al Dr. MANUEL VICENTE CRUZ ALARCON  portador de la Tarjeta Profesional No 57.151 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la demandada NACIÓN- MINISTERIO DE VIVIENDA- CIUDAD Y TERRITORIO en los términos y para los efectos del poder conferido, visible a folio 405 del expediente.
Asi mismo, se reconoce personería a la Dra. MARIA BETTY RIVERA GONZALEZ portadora de la Tarjeta Profesional No. 42.587 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada de la demandada FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, en los términos y para los efectos del poder conferido, visible a folio 412 del expediente.

Se reconoce personería a la Dra. BEATRIZ ELENA PALACIO TIRADO portadora de la Tarjeta Profesional No. 105.900 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada de la demandada DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA, en los términos y para los efectos del poder conferido, visible a folio 447 del expediente.
Se reconoce personería al Dr. CARLOS MARIO PALACIO VELASQUEZ  portador de la Tarjeta Profesional No 35.521 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la demandada MUNICIPIO DE BELLO en los términos y para los efectos del poder conferido, visible a folio 458 del expediente.
Se reconoce personería al Dr. HENRY PEREZ GALEANO  portador de la Tarjeta Profesional No 147.293 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la demandada CORPORACIÓN AUTONOMA REGIONAL DEL CENTRO DE ANTIOQUIA-CORANTIOQUIA en los términos y para los efectos del poder conferido, visible a folio 525 del expediente.

Se reconoce personería al Dr. JUAN JOSE GUARIN RIVERA  portador de la Tarjeta Profesional No 202.168 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la demandada AREA METROPOLITANA DEL VALLE ABURRA en los términos y para los efectos del poder conferido, visible a folio 525 del expediente.

Se reconoce personería a la Dra. MARISOL IDARRAGA MONTOYA portadora de la Tarjeta Profesional No. 30.255 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada de la demandada DEVIMED S.A., en los términos y para los efectos del poder conferido, visible a folio 905 y 906 del expediente.

Se reconoce personería a la Dra. YOLANDA DEL SOCORRO PASTOR PUERTA portadora de la Tarjeta Profesional No. 81.030 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada de la demandada INSTITUTO NACIONAL DE VIAS- INVIAS, en los términos y para los efectos del poder conferido, visible a folio 1297 del expediente.

Se reconoce personería al Dr. LEONARDO ANTONIO CASTAÑEDA CELIS  portador de la Tarjeta Profesional No 156.621 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la demandada AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA en los términos y para los efectos del poder conferido, visible a folio 1348 del expediente.

Se reconoce personería a la Dra. ANA CIELO BUSTAMANTE TRUJILLO  portadora de la Tarjeta Profesional No. 220.538 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada principal, y a la Dra. BLANCA LILIAM OSORIO SANDOVAL  portadora de la Tarjeta Profesional No. 172.422 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderada suplente de la demandada CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, en los términos y para los efectos del poder conferido, visible a folio 1398 del expediente.

Se reconoce personería al Dr. ALFREDO FORERO ROMERO  portador de la Tarjeta Profesional No 39.467 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la demandada NACIÓN- MINISTERIO DE AMBIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE en los términos y para los efectos del poder conferido, visible a folio 1455 del expediente.

CUARTO: Ejecutoriada la presente decisión, continúese con el trámite del proceso.
NOTIFÍQUESE

SANDRA LILIANA PEREZ HENAO

JUEZ

M.D.C.
Radicado 05001333302020130018600
NOTIFICACIÓN POR ESTADO


JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO





En la fecha se notifica por ESTADO el auto anterior,





Medellín, 04 de diciembre de 2014, fijado a las 8 a.m.








_________________________________________________________


MIRYAN DUQUE BURITICÁ


SECRETARIA








� Beatriz Quintero  y Eugenio Prieto, Teoría General del Proceso, t. II, paginas 95-96.


� Sala de Casación Civil, sentencia del 6 de octubre de 1999. proceso 5224. En esta sentencia la Corte rectificó la posición jurisprudencial que tenía en cuanto debía producirse fallo inhibitorio cuando en el trámite de la segunda instancia se encontrara la falta de integración del litisconsorcio necesario de cualquiera de las partes.
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